Radicación: 660013109007-2020-00045-01
Accionante: Luz Marina Afanador Agudelo

Accionadas: Colpensiones y Fiduagraria

Asunto: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / PRINCIPIO DE LA CONFIANZA LEGÍTIMA / FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL / REGULACIÓN LEGAL / TRÁMITE QUE DEBEN CUMPLIR LAS AFP. 
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que esta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante…
El principio de la confianza legítima se deriva del artículo 83 Superior, bajo el cual se entiende que las autoridades públicas no pueden alterar intempestivamente sus relaciones con los asociados, más aún cuando de manera previa le han dado a entender al administrado que en su caso existe una cierta estabilidad que lo ampara y que por tanto esa condición no tiene vocación de cambiar. (…)
… no queda duda alguna que la señora Luz Marina Afanador Agudelo fue beneficiaria del Fondo de Solidaridad Pensional administrado por la Fiduagraria, a través de un subsidio al aporte en pensión, hasta el día 31 de marzo de 2017…
… lo primero que se advierte es que la decisión de primer nivel fue acertada al conceder la solicitud de amparo constitucional de la señora Luz Marina Afanador Agudelo. Sin embargo, en atención a las normas referentes al Programa de Subsidio al Aporte en Pensión del Fondo de Solidaridad Pensional, encontramos que en el caso bajo estudio, la única entidad que ha transgredido los derechos reclamados por la actora es Colpensiones…
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, diecinueve (19) de octubre de dos mil veinte (2020)  

Hora: 2:30 p.m. 
Aprobado por Acta No. 756 

	Radicación: 
	660013109007-2020-00045-01

	Procedencia: 
	Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira    

	Accionante: 
	Luz Marina Afanador Agudelo 

	Agente oficiosa: 
	Yeny Lorena Osorio Muñoz  

	Accionado: 
	Colpensiones y otros 

	Decisión: 
	Confirma 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación promovida por la SOCIEDAD FIDUCIARIA DE DESARROLLO AGROPECUARIO – FIDUAGRARIA S.A. y COLPENSIONES, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela que instauró la señora LUZ MARINA AFANADOR AGUDELO.
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Acorde con lo consignado en el libelo petitorio, se pueden extraer como hechos jurídicamente relevantes, los siguientes: 

· La señora Luz Marina Afanador Agudelo tiene 58 años de edad. Se encuentra afiliada al Sistema General de Pensiones por medio del Régimen de Prima Media administrado por Colpensiones, ante el cual realizó cotizaciones a través del programa de subsidio al aporte en pensión del Fondo de Solidaridad Pensional, administrado hoy en día por la Fiduagraria S.A. 
· Considera la accionante que en la actualidad su representada ha reunido los requisitos para acceder al reconocimiento de una pensión por vejez (1.300 semanas cotizadas y la edad de 57 años); sin embargo, al verificar el reporte de semanas cotizadas que le suministró Colpensiones, se enteró que allí figuraban tan solo 1.260.29 semanas (según cálculos le hacen falta 39.71 para completar el requisito de la temporalidad), con una novedad desde febrero de 2014 a febrero de 2019, en que la Fiduagraria no realizó los pagos correspondientes porque, a su vez, Colpensiones no radicó allí ninguna cuenta de cobro, los que corresponderían a 163.2 semanas. 

· El 14 de marzo de 2019 la señora Luz Marina le solicitó a la Fiduagraria un certificado de afiliación en el que constara la fecha de inicio, y la de terminación en el Fondo, por lo que dicha entidad le reportó que su ingreso se dio el 1º de julio de 2002, mientras que la fecha de retiro fue el 31 de marzo de 2017, por motivo de suspensión por temporalidad de semanas. 
· La señora Luz Marina realizó los aportes de su cuota parte hasta el mes de diciembre de 2018, pero estos no se ven reflejados en su historia laboral, por esta razón, el 12 de abril de 2019 radicó una solicitud de corrección de historia laboral y el 15 de julio de 2019 recibió respuesta en la que le indicaron lo siguiente: “Verificadas las bases de datos de Colpensiones, se observa que los ciclos 201402 a 201703, para los cuales usted realizó el pago, aún no se ha girado el subsidio por parte de Fiduagraria (antes Consorcio Colombia Mayor), por lo tanto, estos subsidios serán requeridos por Colpensiones mediante cuenta de cobro, para que dicha entidad inicie los procesos de revisión y giro de los subsidios, previa aprobación por parte del Ministerio de Trabajo. Ahora bien, se observa que el estado de su afiliación no es activa para los períodos de cotización 201704 a 201812. Con el fin de solucionar este inconveniente, usted deberá acercarse directamente a Fiduagraria y actualizar el estado de su afiliación.”
· El 3 de septiembre de 2019, la señora Luz Marina elevó petición ante la Fiduagraria pidiendo que se realizara el giro de los subsidios a Colpensiones desde el 1º de febrero de 2014 hasta el 31 de diciembre de 2018, que se tuvieran en cuenta los aportes realizados desde el abril de 2017 a diciembre de 2018; y además se efectuara una corrección de su historia laboral. Al respecto, recibió respuesta el 16 de octubre de 2019, en la que se le indicó que las inconsistencias de su historial debían ser corregidas directamente por Colpensiones. 
· El 15 de enero de 2020 la señora Afanador Agudelo radicó ante Colpensiones una solicitud de reconocimiento pensional, pero la misma fue resuelta de forma negativa mediante Resolución Sub26423 del 29 de enero de 2020. El 13 de enero presentó recurso de reposición y en subsidio de apelación, pero el resultado obtenido fue idéntico; pero destacó la accionante del contenido de las Resoluciones emitidas por Colpensiones, que dicha entidad no radicó la cuenta de cobro sino hasta abril de 2020, cuando desde julio de 2019 conocía de su situación.
PRETENSIONES:

Acorde con los hechos relacionados en precedencia, la accionante, señora Yeny Lorena Osorio Muñoz, agente oficiosa de la Sra. Luz Marina Afanador Agudelo pidió el amparo de los derechos fundamentales a la seguridad social, igualdad, vida en condiciones dignas y mínimo vital, y como consecuencia de ello requirió: 
“PRIMERO: Que se incluyan a la HISTORIA LABORAL de COLPENSIONES el total de las semanas cotizadas en el FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL – PROGRAMA DE SUBSIDIO AL APORTE EN PENSIÓN de los periodos 2014-02 hasta 2017-03.

SEGUNDO: Que se ordene a la entidad ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES a iniciar el trámite de reconocimiento y pago de la pensión de vejez con su respectivo retroactivo a la señora LUZ MARINA AFANADOR AGUDELO. Desde el 02 de junio de 2019.”
ANTECEDENTES PROCESALES: 
1. El Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación mediante auto admisorio del 8 de junio de 2020, en el que ordenó correr traslado de la demanda a Colpensiones y la Fiduagraria para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 

2. Durante el trámite de instancia, Colpensiones refirió que desde el el 18 de febrero de 2020 se le dio a conocer a la señora Luz Marina que se había efectuado por parte de esa entidad la entrega de unas cuentas de cobro masivo a la Fiduagraria S.A., incluyendo entre ellas los ciclos marcados en su historia laboral como “Deuda por no Pago del Subsidio por el Estado” mediante cuenta de cobro R.I 2020_3251083 a la Gerencia Nacional de Aportes y Recaudo. 
La FIDUAGRARIA S.A. contextualizó sobre la situación de la señora Luz Marina Afanador, explicando que Ella se afilió en el Programa de Subsidio al Aporte en Pensión (PSAP) desde el 1º de julio de 2002, en el grupo poblacional “TRABAJADOR INDEPENDIENTE URBANO”, y fue suspendida el 31 de marzo de 2017, por incurrir en la causal de temporalidad consagrada en el artículo 2.2.14.1.24, del Decreto 1833 de 2016: “cuando se cumpla el período máximo establecido para el otorgamiento del subsidio”.
Ahora, en lo relacionado con el giro de los subsidios comprendidos entre febrero de 2014 y marzo de 2017 a favor de la accionante, explicó que la Dirección Operativa revisó los archivos y no encontró cuenta de cobro por los ciclos solicitados, impidiendo ese hecho que puedan girarse los períodos reclamados. En ese orden, para que el Administrador Fiduciario pueda cancelar los ciclos aludidos, es necesario que Colpensiones emita una cuenta de cobro, y hasta ese momento todavía no lo había hecho. De igual manera, explicó que si ya se realizó el pago de los ciclos solicitados por el valor correcto, Colpensiones deberá ajustar la historia laboral de la beneficiaria y remitir la cuenta de cobro al Administrador Fiduciario para girar los subsidios a que haya lugar.
Explicó que el Fondo de Solidaridad Pensional es una cuenta especial del Presupuesto General de la Nación, por lo tanto, el pago de los subsidios que se hacen a su cargo - Subcuenta Solidaridad -, tiene un procedimiento normado para efectos de autorizar el giro del dinero, por ello, recibida la cuenta de cobro de Colpensiones, debe surtirse un trámite especial. Así mismo, indicó que, dada su condición de contratistas del Ministerio del Trabajo, esa nómina debe ser revisada y avalada por la Firma Auditora, y cuando se cuenta con ese aval, empieza el trámite de autorización de giro de recursos por el Ministerio del Trabajo, porque la Fiduagraria S.A no tiene la ordenación del gasto del Fondo de Solidaridad Pensional, sólo su administración fiduciaria.
Consideró que en este trámite existe la necesidad de vincular al Ministerio del Trabajo, tomando en consideración que el Fondo de Solidaridad Pensional es una cuenta especial de la Nación sin personería jurídica adscrita a esa Cartera Ministerial, de conformidad con el artículo 25 de la Ley 100 de 1993. Además, en el caso de emitirse alguna orden en contra de La Administradora Fiduciaria referente a la disposición de los recursos del Fondo de Solidaridad Pensional, la decisión sería imposible de cumplir sin la comparecencia del Ministerio del Trabajo.
3. Mediante sentencia del 19 de junio de 2019, el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira, resolvió amparar los derechos fundamentales de petición y seguridad social de la señora Luz Marina Afanador Agudelo, y como consecuencia de ello, dispuso en la parte resolutiva de dicho proveído, entre otras cosas:

“SEGUNDO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES – que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo proceda a realizar la correspondiente corrección del historial laboral de la señora LUZ MARINA AFANADOR AGUDELO, de acuerdo lo solicitó mediante  derecho de petición presentado del 12 de abril de 2019 y en consecuencia, presente la correspondiente cuenta de cobro a la FIDUAGRARIA; además, la FIDUAGRARIA, una vez le sea aportada la cuenta de cobro por COLPENSIONES, contará con un término de diez (10) días hábiles para gestionar con el Ministerio de Trabajo el pago de los subsidios que se le adeudan a la accionante. Una vez se hayan realizado las correcciones en el historial laboral y girado los subsidios correspondientes, se le concederá un término de diez (10) días hábiles a COLPENSIONES, para que nuevamente decida sobre la solicitud de pensión por vejez realizada por la accionante. (…)”
4. En contra de la decisión de instancia se alzaron de manera oportuna Colpensiones y la Fiduagraria S.A., por lo que el asunto arribó a esta Sala de Decisión y su conocimiento se le asignó al Despacho del Magistrado Jairo Ernesto Escobar Sanz, quien presentó ponencia aprobada en Sala mediante Acta Nro. 581 del 5 de agosto de 2020, en la que se resolvió decretar la nulidad del fallo de primera instancia, toda vez que se avizoró una indebida conformación del contradictorio, pues se hacía imprescindible la vinculación de los Ministerios Nacionales del Trabajo y Hacienda y Crédito Público.
5. Al regresar la actuación al Despacho de origen, se dispuso por parte del Juez titular vincular a las Carteras Ministeriales aludidas por esta Sala de Decisión. 
6. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público argumentó que carece de legitimación por pasiva, toda vez que según los postulados del artículo 25 de la Ley 100 de 1993, por medio del cual se creó el Fondo de Solidaridad Pensional, se dejó claro que dicho fondo sería instituido como una cuenta especial de la nación adscrita al Ministerio de Trabajo, cuyos recursos serían administrados por una sociedad fiduciaria de naturaleza pública, que hoy en día es la Fiduagraria. 
El Ministerio del Trabajo se refirió al procedimiento para el subsidio de las cotizaciones a pensión de los grupos poblacionales beneficiados por el Fondo de Solidaridad Pensional, y explicó que en este caso es la Fiduagraria quien administra los recursos del mismo, afiliar a los beneficiarios de esa Subcuenta y transferir el subsidio a las administradoras del Sistema General de Pensiones. Sin embargo, aclaró que para poder efectuar el giro correspondiente, es necesario que Colpensiones presente la respectiva cuenta de cobro a la entidad fiduciaria, ello, según los parámetros del artículo 2.2.14.1.26 del Decreto 1833 de 2016. 
Seguidamente, hizo alusión a los pasos que deben agotarse para el giro del dinero, una vez es recibida la cuenta de cobro por parte de Colpensiones:  
“Desde la Dirección Operativa de la Gerencia General de Fiduagraria S.A en la ciudad de Bogotá, se preparan y programan las nóminas de pago de los subsidios conforme las cuentas de cobro remitidas por Colpensiones, y los plazos establecidos en el artículo 2.2.14.1.26 del Decreto 1833 de 2016. 

Programada la respectiva nómina, pasa a la Dirección Administrativa y Financiera de Fiduagraria S.A para validación y verificación de los recursos disponibles. 

Posteriormente, dicha nómina debe ser revisada y avalada por la Interventoría del Contrato de Encargo Fiduciario No. 604 de 2018, que está a cargo de la Firma BDO AUDIT S.A 

Cuando la nómina cuenta con ese aval, empieza el trámite de autorización de giro de recursos por el Ministerio del Trabajo, pues como ya se manifestó, el Administrador Fiduciario no tiene la ordenación del gasto del Fondo de Solidaridad Pensional, sólo su administración fiduciaria. 

En ese orden de ideas, hasta que no se surta el tramite anteriormente descrito la nómina no podrá ser aprobada por el ordenador del gasto del Fondo en el Ministerio y posteriormente pasar al área de Presupuesto para su registro respectivo conforme lo exige el Estatuto General de Presupuesto de la Nación, para que luego inicie el proceso en el área de Contabilidad para los efectos pertinentes y luego a la Tesorería del Ministerio, quien da la orden de giro al Administrador Fiduciario con destino a Colpensiones. (Procedimiento establecido en el art. 73 del Decreto 111 de 1995 - Estatuto Orgánico del Presupuesto de la Nación).”
7. En las calendas del 25 de agosto de 2020, el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira decidió: 

“PRIMERO: CONCEDER el amparo de los derechos fundamentales de Petición y a la Seguridad Social de que es titular la señora LUZ MARINA AFANADOR AGUDELO, invocados como vulnerados por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES. 

SEGUNDO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES – que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo proceda a realizar la correspondiente corrección del historial laboral de la señora LUZ MARINA AFANADOR AGUDELO, de acuerdo lo solicitó mediante derecho de petición presentado del 12 de abril de 2019 y posterior a ello, se le concederá un término de diez (10) días para que presente la correspondiente cuenta de cobro a la FIDUAGRARIA; además, la FIDUAGRARIA, una vez le sea aportada la cuenta de cobro por COLPENSIONES, contará con un término de quince (15) días hábiles para gestionar con el Ministerio de Trabajo el pago de los subsidios que se le adeudan a la accionante. Una vez se hayan realizado las correcciones en el historial laboral y girado los subsidios correspondientes, se le concederá un término de diez (10) días hábiles a COLPENSIONES, para que proceda a estudiar nuevamente la solicitud sobre pensión por vejez realizada por la accionante.”
8. En contra de esa decisión, nuevamente la Administradora Colombiana de Pensiones y la Fiduagraria presentaron dentro del término legalmente previsto el recurso de impugnación, el cual sustentaron en los siguientes términos: 
Colpensiones, refirió esta vez que el 31 de julio de 2020 presentó cuenta de cobro a la Fiduagraria para el pago de los aportes de los ciclos 2013-07 y 2017-03 de la señora Luz Marina Afanador (pero es de anotar que en párrafos posteriores aseveró que dicha gestión fue realizada el 3 de agosto de 2020), además, sostuvo que hasta que dicho pago no se materialice, es inviable efectuar una corrección en la historia laboral, toda vez que según las disposiciones del Decreto 3771 de 2007, para que las cotizaciones puedan acreditarse en ese histórico, es necesario: “1) que El afiliado al Programa de Subsidio al Aporte en Pensión - PSA P, realice de manera oportuna el aporte en el porcentaje que le corresponda; 2) que el Fondo de Solidaridad Pensional gire el subsidio; y 3) que la afiliación al Régimen Subsidiado se encuentre activa”. 
Por otro lado, refirió que la parte accionante estaba desconociendo el carácter subsidiario y residual de la tutela, en especial porque está haciendo uso de este trámite como mecanismo para evadir la vía judicial ordinaria, sin que hubiera demostrado un eventual perjuicio irremediable ni haya superado la expectativa de vida probable. 
Finalmente dijo que los Jueces Constitucionales están en el deber de defender el patrimonio público administrado por Colpensiones. 
Pidió que se revoque el fallo de primer nivel y en su lugar se declare su improcedencia. 

La Fiduagraria S.A. sostuvo que el fallador de primer nivel incurrió en un desconocimiento “garrafal” del procedimiento para el pago de una nómina en el Programa de Subsidio al Aporte en Pensión, pues ese Administrador Fiduciario no ha incumplido sus deberes legales ni se ha negado a pagar subsidios en favor de la accionante y, por ende, no era viable obligarlo en la sentencia, sino que las órdenes respecto al giro de subsidios se debieron limitar a Colpensiones, obligándolo a validar los pagos que hizo la accionante, y si lo encontraba viable, remitir cuenta de cobro al Administrador Fiduciario para el posterior giro de los subsidios. 

De igual manera, resaltó que no es posible atender lo ordenado por el Juzgado A Quo en un lapso de 15 días después del recibimiento de la cuenta de cobro, porque los recursos para el pago de subsidios está condicionado al Estatuto General de Presupuesto, entonces, con los recursos del año avante no se pueden cubrir vigencias anteriores, y el Ministerio del Trabajo debe tramitar ante el DNP y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público la solicitud de “vigencias expiradas” para tener respaldo presupuestal y efectuar el giro de los recursos. 

Así mismo, sostuvo que el A Quo no realizó un análisis de la eficacia del proceso laboral para debatir los reproches de la accionante en esta ocasión. 
Pidió que se revoque la decisión de primer nivel, para que en el fallo de segundo grado no se le dé ningún tipo de orden a esa entidad.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico a resolver: 

Le corresponde determinar a esta Sala si le asistió razón al Despacho de primer nivel, al concluir que las entidades involucradas vulneraron los derechos fundamentales reclamados por la parte accionante; o si como lo han dicho las encartadas en sus escritos de impugnación, el fallo de tutela cuestionado es contrario a derecho, y merece su revocatoria.

3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Sobre el derecho fundamental de petición: El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que esta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante, además, debe cumplir con los siguientes requisitos: “1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.”

Sobre la confianza legítima: El principio de la confianza legítima se deriva del artículo 83 Superior, bajo el cual se entiende que las autoridades públicas no pueden alterar intempestivamente sus relaciones con los asociados, más aún cuando de manera previa le han dado a entender al administrado que en su caso existe una cierta estabilidad que lo ampara y que por tanto esa condición no tiene vocación de cambiar. 
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional:

“(…) la Corte Constitucional se ha referido al principio de confianza legítima como una expresión de la buena fe consistente en que el Estado no puede súbitamente alterar unas reglas de juego que regulaban sus relaciones con los particulares, sin que se les otorgue a estos últimos un período de transición para que ajusten su comportamiento a una nueva situación jurídica. No se trata, por tanto, de lesionar o vulnerar derechos adquiridos pues éstos no existen en la situación en consideración, sino tan sólo de amparar unas expectativas válidas que los particulares se habían formado con base en acciones u omisiones estatales prolongadas en el tiempo. Además se ha advertido, que éste principio busca proteger al administrado frente a las modificaciones intempestivas que adopte la administración, desconociendo antecedentes en los cuales aquél se fundó para continuar en el ejercicio de una actividad o reclamar ciertas condiciones o reglas aplicables a su relación con las autoridades. Esto quiere decir que el principio de confianza legítima es un mecanismo para conciliar los posibles conflictos que surjan entre los intereses públicos y los intereses privados, cuando la administración ha creado expectativas favorables para el administrado y súbitamente elimina dichas condiciones. Así pues, la confianza que el administrado deposita en la estabilidad de la actuación de la administración, es digna de protección y debe respetarse.”

Del caso concreto:

Dentro del presente asunto, encontramos que las pretensiones de la señora Luz Marina Afanador Agudelo estaban encaminadas a obtener una solución definitiva con respecto a las inconsistencias presentadas con su historia laboral, las cuales le impiden dar inicio a los trámites administrativos tendientes al reconocimiento de una pensión por vejez, por una circunstancia que no le es imputable a ella, tal y como pasa a verse: 

En este punto, no queda duda alguna que la señora Luz Marina Afanador Agudelo fue beneficiaria del Fondo de Solidaridad Pensional administrado por la Fiduagraria, a través de un subsidio al aporte en pensión, hasta el día 31 de marzo de 2017. Tampoco fue objeto de discusión el hecho consistente en que, al momento de interponer la presente acción constitucional no se registraban en su historia laboral los ciclos 2013-07 y 2017-03. Así mismo, no es controvertible el hecho que Colpensiones suministró a la señora Afanador Agudelo los talonarios de pago para la cuota parte que le correspondía durante esos ciclos, y que los mismos fueron pagados por ella en esa oportunidad. De igual manera, se pudo establecer que la accionante ha sido insistente, por medio del ejercicio del derecho de petición, en solicitarle a las entidades aquí involucradas que resuelvan las mencionadas inconsistencias, sin embargo, no ha sido posible obtener una respuesta que en realidad solucione de fondo tal problemática.  

En ese orden de ideas, lo primero que se advierte es que la decisión de primer nivel fue acertada al conceder la solicitud de amparo constitucional de la señora Luz Marina Afanador Agudelo. Sin embargo, en atención a las normas referentes al Programa de Subsidio al Aporte en Pensión del Fondo de Solidaridad Pensional, encontramos que en el caso bajo estudio, la única entidad que ha transgredido los derechos reclamados por la actora es Colpensiones, ello por las razones que a continuación se explican:  

El artículo 26 del Decreto 3771 de 2007, modificado por el artículo 2.2.14.1.26 del Decreto 1833 de 2016, señala respecto de la transferencia del subsidio por parte del Fondo de Solidaridad Pensional a la entidad administradora de pensiones que: 

“La entidad administradora de recursos del Fondo de Solidaridad Pensional transferirá mensualmente los recursos correspondientes al subsidio, dentro de los diez (10) primeros días del mes siguiente a aquel en que las administradoras de pensiones presenten la cuenta de cobro correspondiente a sus afiliados beneficiarios del subsidio que realizaron el aporte a su cargo, la cual deberá ser presentada entre el 20 y el 25 de cada mes. Con el fin de facilitar el cruce de información, la cuenta de cobro deberá ser soportada con la base de datos que contenga uno a uno los beneficiarios y el mes o meses objeto de las cotizaciones.

La no transferencia oportuna causará los intereses moratorios de que trata el artículo 2.2.3.3.1. del presente decreto, con cargo a los recursos propios del administrador fiduciario del Fondo de Solidaridad Pensional, siempre y cuando las causas sean imputables a este.
Para todos los efectos, el pago del aporte al Sistema General de Pensiones se entenderá efectuado en la fecha en que el beneficiario del subsidio cancela la parte del aporte que le corresponde…”

De lo anterior se desprenden los siguientes pasos a seguir en relación con la transferencia del subsidio: 

i. El beneficiario del subsidio realiza el aporte de la cuota parte que le corresponde: al respecto, según se desprende de la información obrante en el expediente, la señora Luz Marina Afanador Agudelo pagó el aporte bajo su cargo, correspondiente a los ciclos 2013-07 y 2017-03. 

ii. Una vez cumplida la etapa anterior, COLPENSIONES debió presentar la cuenta de cobro ante el Administrador Fiduciario del Subsidio, hoy Fiduagraria entre el 20 y el 25 de cada uno de los meses de esos años; pero como también se extrae del cartulario, esa entidad NO presentó tal cuenta de cobro en el momento oportuno, ni siquiera cuando en el mes de abril del año 2019 se enteró de tal falencia, pues solo lo hizo 3 de agosto de 2020. 

iii. El último paso, que obviamente no se podía cumplir al faltar la etapa anterior (cuenta de cobro), es el consistente en que la Fiduagraria, amparada por el Ministerio de Trabajo, transfiriera el valor del subsidio dentro de 10 primeros días de cada uno de los meses de todos esos años.  

Visto lo anterior, encontramos que a la hora de ahora ha transcurrido más de un año y medio sin que Colpensiones realice las gestiones administrativas bajo su cargo para dar solución a los planteamientos de la accionante, y ha sido precisamente por esa razón que la Fiduagraria no ha transferido el valor del subsidio que le corresponde asumir. 
Es de anotar que el caos ocasionado por un desorden administrativo no puede recaer de forma negativa en contra de los intereses de la accionante, y mucho menos de forma indefinida; y es que resulta claro que en cada una de las oportunidades en que la señora Luz Marina Afanador Agudelo se acercó a presentar sus pagos como beneficiaria del subsidio, y a medida que estos se iban recibiendo con éxito en Colpensiones, se estaba generando en ella una expectativa legítima con respecto a la validez de esas cotizaciones y a la posterior consignación de dichas novedades en su historia laboral, máxime cuando dicho pago solo podía hacerse efectivo con los talonarios
 de pago suministrados por Colpensiones al beneficiario del subsidio, además, la misma norma es clara al indicar que “Para todos los efectos, el pago del aporte al Sistema General de Pensiones se entenderá efectuado en la fecha en que el beneficiario del subsidio cancela la parte del aporte que le corresponde”.
La situación antes descrita, deja entrever que la posición asumida por Colpensiones resulta abiertamente violatoria del debido proceso, en concordancia con el principio de confianza legítima de la accionante, así como el de petición, por no dar una solución de fondo a sus múltiples solicitudes y por no haber hecho las gestiones, que constituían un deber, de efectuar un cobro oportuno ante la Administradora Fiduciaria, lo que sin duda alguna, ha ocasionado en la señora Luz Marina un desgaste al divagar entre una y otra entidad intentando resolver un asunto que, probablemente, de no ser por la presente acción, no hubiera obtenido solución, prueba de ello es que desde abril de 2019 Colpensiones era conocedora de la falta de cobro en que había incurrido, pero nada hizo para solucionar el asunto.    

En ese orden de cosas, la protección a los derechos fundamentales de los cuales es titular la señora Luz Marina Afanador Agudelo se habrá de mantener incólume, sin embargo, se reemplazará la orden consignada en el numeral 2º de la decisión impugnada, para en su lugar adoptar la siguiente: 

“SEGUNDO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES – que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo proceda a realizar la correspondiente corrección del historial laboral de la señora LUZ MARINA AFANADOR AGUDELO, de acuerdo a lo solicitado mediante derecho de petición presentado del 12 de abril de 2019.” 
Es de anotar que la decisión anterior no exime a la Fiduprevisora de su responsabilidad de realizar el pago de las cuotas partes que le correspondan en un plazo razonable, sin embargo, la Sala estima que en respeto por su derecho también fundamental al debido proceso no es viable emitir en su contra ninguna orden en esta ocasión, dado que tan solo hasta el mes de agosto hogaño Colpensiones radicó la cuenta de cobro, lo que quiere decir que si aquí alguien tiene que asumir una responsabilidad por su actitud evasiva y negligente es esta última. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE el fallo de tutela proferido por el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira mediante el cual fueron protegidos los derechos fundamentales de petición y seguridad social de la señora Luz Marina Afanador Agudelo. 

SEGUNDO: REEMPLAZAR la orden consignada en el numeral segundo de la decisión impugnada, para en su lugar adoptar la siguiente: 

“SEGUNDO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES – que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo proceda a realizar la correspondiente corrección del historial laboral de la señora LUZ MARINA AFANADOR AGUDELO, de acuerdo a lo solicitado mediante derecho de petición presentado del 12 de abril de 2019.”
TERCERO: SE ORDENA NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� Sentencia T-377 de 2000.


� Corte Constitucional, sentencia T-208 de 2008, M.P. Dra.  Clara Inés Vargas Hernández. 


� ARTÍCULO 2.2.14.1.3. OBLIGACIONES DEL ADMINISTRADOR FIDUCIARIO DEL FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL. # 2.3. “Entregar los talonarios de pago que deberán ser suministrados por las administradoras de pensiones e informar a los nuevos beneficiarios del subsidio de esta subcuenta, quince (15) días antes de la fecha de pago del aporte, el monto que debe ser cancelado, así como los medios de pago disponibles, ya sea a través de talonarios o de sistemas electrónicos.”
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